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MAGISTRADO PONENTE: LEVIS IGNACIO ZERPA

Exp. N° 2002-0665

El Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, adjunto a Oficio N° 02-581 recibido en esta Sala en fecha 22 de julio de 2002, remitió copias certificadas del expediente contentivo de la demanda por calificación de despido y reenganche interpuesta por el abogado Ender Enrique Hernández, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 51.975, en su carácter de apoderado judicial de la ciudadana AGNEDY DEL CARMEN OSORIO MORENO, titular de la cédula de identidad N° 11.456.600, contra la sociedad mercantil PRODUCTORA DE ALCOHOLES HIDRATADOS, C.A., (PRALCA), inscrita en el Registro Mercantil de la Circunscripción Judicial del Distrito Federal y Estado Miranda, bajo el N° 67, Tomo 8-A, en fecha 23 de marzo de 1973; dicha remisión fue efectuada en virtud de la regulación de jurisdicción interpuesta por la parte demandada.

El 30 de julio de 2002, se dio cuenta en Sala y se designó ponente al Magistrado Levis Ignacio Zerpa, a los fines de decidir la regulación interpuesta.

I
ANTECEDENTES
 

Por escrito de fecha 05 de junio de 2000, presentado ante el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia, el abogado Ender Enrique Hernández, en su carácter de apoderado judicial de la ciudadana Agnedy del Carmen Osorio Moreno, señaló que en fecha 07 de julio de 1994, su representada comenzó a prestar servicios para la sociedad mercantil Productora de Alcoholes Hidratados, C.A., (PRALCA) ejerciendo el cargo de analista contable y que el día “07-10-1999  el ciudadano SEBASTIÁN SÁNCHEZ, Jefe del Departamento de Recursos Humanos le manifestó que estaba suspendida, prolongándose esta situación hasta el día 15 de octubre de 1999, cuando se dirigió nuevamente a las oficinas de la empresa, para hacer efectivo el pago de su quincena, NO SE LE PERMITIO LA ENTRADA A LA MISMA, por lo que solicito la presencia del ciudadano SEBASTIÁN SÁNCHEZ, Jefe de Recursos Humanos, quien se apersono donde se encontraba manifestándole en forma verbal, QUE ESTABA DESPEDIDA, y que por lo tanto no regresara más a la empresa”, sin haber incurrido en falta alguna de las previstas en la ley. Por tal motivo solicitó la calificación de su despido, su reenganche y en consecuencia, el pago de los salarios caídos
Mediante escrito de fecha 27 de septiembre de 2000, el abogado Luis Rafael García, inscrito en el Inpreabogado bajo el N° 65.377, en su carácter de apoderado judicial de la sociedad mercantil demandada contestó la solicitud interpuesta y como defensa subsidiaria opuso la falta de jurisdicción indicando que para la fecha del despido indicada por la demandante, es decir el 15 de octubre de 1999, los trabajadores de su representada gozaban de la  inamovilidad  prevista en el artículo 506 de la Ley Orgánica del Trabajo, por lo que la causa debería debe ser conocida por la Inspectoría del Trabajo.

Luego, en oportunidad de dictar sentencia definitiva en la presente causa el a quo  por decisión de fecha 04 de febrero de 2002, declaró con lugar la solicitud interpuesta, habiendo previamente afirmado su jurisdicción para conocer la causa, en los términos siguientes:


“(...) Este Tribunal se pliega al criterio expuesto por el Tribunal Supremo de Justicia Sala Político Administrativa (Caso: N. Guevara contra empresa NUTAL, C.A., sentencia 13 de abril de 2000), de tal modo que es principio que toda controversia jurídica debe ser dirimida por los Tribunales, es decir, por los órganos competentes  del Poder Judicial Venezolano, salvo que el conocimiento del asunto corresponda a un Tribunal extranjero o a algún ente u órgano no judicial  y que en forma  específica sea parte de la Administración Pública. En consecuencia, el que una controversia quede sustraída de la jurisdicción laboral es excepcional y debe estar expresamente consagrada en nuestro derecho positivo.


Tal como puede observarse, el presente caso se contrae a la controversia surgida con ocasión de la solicitud de calificación de despido, incoada por la ciudadana AGNEDY DEL CARMEN OSORIO MORENO y tendiente al reenganche y el pago de los salarios caídos, pero, demuestra el contenido del libelo interpuesto que sin haber alegado estar incursa en alguna de las causales de inamovilidad laboral previstas en la Ley Orgánica del Trabajo, situación que debe ser subsumida en el supuesto de hecho regulado en el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo. Por ello, considera quien decide, por los argumentos expuestos que en el presente caso se está en la presencia de una acción típica judicial que corresponde a los órganos jurisdiccionales competentes. (...)”

 


Por diligencia de fecha 25 de febrero de 2002, la parte demandada apeló de la decisión antes descrita.

Mediante diligencia de fecha 26 de febrero de 2002, la parte demandada interpuso recurso de regulación de jurisdicción.

 

Para decidir la Sala observa:

 
II
ANÁLISIS DE LA SITUACIÓN
 

En el presente caso, la solicitante señaló que prestaba sus servicios para la sociedad mercantil Productora de Alcoholes Hidratados, C.A., (PRALCA) desempeñándose como analista contable, siéndole manifestado verbalmente el 15 de octubre de 1999 que estaba despedida, por lo que solicitó su reenganche y el pago de los salarios caídos.

En respuesta a dicha solicitud, la sociedad mercantil demandada contestó la demanda y manifestó que el tribunal de la causa carecía de jurisdicción para conocer la misma, ya que para la fecha del despido indicada por la demandante los trabajadores de la empresa gozaban de la inamovilidad prevista en el artículo 506 de la Ley Orgánica del Trabajo, por haberse planteado un pliego conflictivo ante la Inspectoría del Trabajo.

Luego, el tribunal remitente afirmó su jurisdicción para conocer los autos por considerar que en su escrito libelar la demandante no señaló estar amparada por ningún tipo de inamovilidad; en la misma decisión declaró con lugar la solicitud interpuesta.

Al respecto, advierte la Sala que la solicitante introdujo ante el Tribunal a quo una solicitud personal de calificación de despido, con reenganche y pago de salarios caídos, de conformidad con lo previsto en el artículo 116 de la Ley Orgánica del Trabajo. La trabajadora en ningún momento alegó encontrarse en la situación prevista en el artículo 506 de ese texto legal, el cual contempla una situación especial de inamovilidad.


El referido artículo 116 dispone lo siguiente: 

 

(...) “Así mismo, el trabajador podrá ocurrir ante el Juez cuando no estuviere de acuerdo con la procedencia de la causa alegada para despedirlo, a fin de que este califique y ordene su reenganche y pago de los salarios caídos, si el despido no se fundamentó en justa causa de conformidad con esta Ley.(...)”

 

 
Por tanto, la Sala considera que en casos como el de autos, son los Juzgados de Estabilidad Laboral los que tienen jurisdicción para conocer de la solicitud de calificación de despido. Así se decide.

 
III
DECISIÓN
Atendiendo a los razonamientos antes señalados, esta Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara que el Juzgado Tercero de Primera Instancia del Trabajo de la Circunscripción Judicial del Estado Zulia TIENE JURISDICCIÓN para conocer la causa.
En consecuencia, se confirma la decisión del a quo de fecha 04 de febrero de 2002, en cuanto a la declaratoria de jurisdicción para conocer la causa.

Publíquese, regístrese y comuníquese. Remítase el expediente al juzgado de origen. Cúmplase lo ordenado.

Dada, firmada y sellada en el Salón de Despacho de la Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia, en Caracas a los tres (03) días del mes de octubre del año dos mil dos. Años 192º de la Independencia y 143º de la Federación.

   El Presidente Ponente,

 

LEVIS IGNACIO ZERPA
El Vicepresidente,

 

        HADEL MOSTAFÁ PAOLINI

YOLANDA JAIMES GUERRERO

      Magistrada

La Secretaria,

 

ANAÍS MEJIA CALZADILLA
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En ocho (08) de octubre del año dos mil dos, se publicó y registró la anterior sentencia bajo el Nº 01215.
